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MUNICIPALIDAD DE NARANJO

Estimado señor:

Asunto:  
Atención a consulta sobre procedencia del pago de prohibición al asesor legal de la Municipalidad de Naranjo.  

En atención a su oficio No. ALC-MN-MS-274-05 del 3 de noviembre de 2005, mediante el cual solicita que nos manifestemos sobre la procedencia del pago correspondiente al sobresueldo de prohibición otorgado al asesor legal de la Municipalidad de Naranjo, en virtud de que, a pesar de que es de su conocimiento la eliminación del pago de ese beneficio a los asesores legales por parte de otras Municipalidades, el Departamento Legal de esa Corporación determinó que el reconocimiento de prohibición está sujeto a lo que decida la propia Municipalidad, procedemos a dar respuesta a su cuestionamiento en los siguientes términos: 

Según lo ha dictaminado la Procuraduría General de la República
, en relación con el reconocimiento del pago de prohibición a los asesores legales de las municipalidades, existe un conflicto de intereses entre el ejercicio de la abogacía y la función del Estado, en virtud de que el artículo 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  obliga a los abogados de las Municipalidades, entre otros funcionarios, a no prestar de manera particular los servicios de abogacía, constituyéndose esa premisa en un deber insoslayable del servidor a cumplir, pero sin que se haya estipulado compensación económica alguna por el impedimento del ejercicio de la profesión en forma liberal. 

Por otra parte, la Ley número 5867 de 15 de diciembre de 1975, y sus reformas establece la aplicación del  incentivo  por  prohibición  a  los  licenciados  y  egresados del Poder Judicial, del Tribunal Supremo de Elecciones, Registro Civil y de la Contraloría General de la República, además de los abogados del Poder Ejecutivo, como un rubro salarial con carácter impositivo, que en alguna medida compensa la restricción anteriormente indicada, a una gran parte de los profesionales de la función pública que ocupen cargos en la Administración Tributaria, y que se encuentren sujetos a la prohibición contenida en el artículo 118 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, dejando de lado algunos de ellos, como a los abogados de las municipalidades. 

De tal manera, la Procuraduría General de la República determinó que no existe norma legal que ampare la compensación económica correspondiente al rubro de prohibición a los abogados de las municipalidades, aunque tengan la restricción legal para ejercer la profesión, por lo que en consecuencia la Administración no está autorizada legalmente para pagarla, en observancia del Principio de Legalidad, como se cita a continuación
:

"A pesar de lo anterior, en ninguna de las leyes citadas se incluyó expresamente como beneficiarios de la compensación económica en estudio a los abogados de las municipalidades. Ello implica que a esos profesionales no podría reconocérseles como consecuencia de la prohibición específica establecida en el artículo 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, compensación económica alguna, pues -insistimos- aunque la restricción para el ejercicio profesional privado está contemplada en el ordenamiento jurídico y debe acatarse, no existe norma alguna que respalde el pago de una retribución salarial derivada de esa prohibición. " 
Esta imposibilidad de efectuar el pago por concepto de prohibición tiene su fundamento en el artículo 11 de la Constitución Política que consagra el Principio de Legalidad, y el artículo 11 de la Ley General de Administración Pública que estipula que:

“1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.”

De tal manera, el Decreto No. 22614-H del 22 de octubre de 1993, que reglamenta la Ley No. 5867, en sus artículos 5 y 9 inciso c), siguiendo dicho Principio establece que: 
"Artículo 5. - Procede el pago de la compensación económica por concepto de prohibición, únicamente cuando exista ley expresa o resolución judicial que lo autorice, aún cuando haya funcionarios que tengan prohibición para ejercer liberalmente funciones inherentes a las actividades propias de la institución a que pertenecen. " 

"Artículo 9. - Salvo disposición expresa en contrario, procede el pago de la compensación económica a los servidores que se ajusten a lo siguiente: 

...c)Que exista ley expresa o resolución judicial que autorice la compensación económica/...”
En síntesis, el derecho a remuneración sobre la prohibición que pueda gozar un asesor o abogado municipal, depende de una autorización legal, en observancia del principio de Legalidad, que en el caso del artículo 244 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y del artículo 118 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en relación con la Ley No. 5867, Ley de Compensación por pago de Prohibición, el legislador no promulgó, aunque exista la prohibición expresa al ejercicio liberal de la profesión, en virtud de que esa actividad se contrapone a los intereses de la función pública, siendo que su observancia constituye una de las obligaciones y deberes que tiene el servidor al ocupar el cargo dentro de la Administración Municipal. 

Atentamente,

Licda. Hady Mena Bonilla                              Licda. Vanesa Pacheco Acuña    

Gerente de Área a.i.                                       Fiscalizadora Asociada
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Criterios y dictámenes

� Dictamen No. C-320-2001 de 22 de noviembre del 2001, emitido por la Procuraduría General de la República, y Dictamen No. FOE-SM-1737 de 19 de agosto de 2003 dictado por la Contraloría General de la República que sigue el criterio del Dictamen supra indicado. 








� Véase la Opinión Jurídica No. 035-2000 de 27 de abril del 2000, emitida por la Procuraduría General de la República.





